	
	
	


Proceso Ordinario Laboral

Radicado: 66001-31-05-004-2024-00064-01
Ana Catherine Arango Tangarife Vs. Winner Group S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

LABORAL INDIVIDUAL / TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO / TRABAJADOR CON DISCAPACIDAD / DESPIDO DISCRIMINATORIO 

SUSPENSIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO – Fuerza mayor y caso fortuito.
… Conforme al artículo 51 del C.S.T. el contrato de trabajo podrá suspenderse por “fuerza mayor o caso fortuito” que temporalmente impida su ejecución.

Ahora bien, de manera concreta frente a la fuerza mayor y el caso fortuito la doctrina ha enseñado que para que un hecho se presente como liberatorio de la responsabilidad se deben acreditar los siguientes presupuestos:

Frente a la fuerza mayor:“a) que sea exterior al demandado. b) que sea imprevisto e imprevisible. c) que sea imposible de evitar” (Tamayo, J. J. De la Responsabilidad Civil, pp. 319).

… Y frente al caso fortuito sigue la misma línea de requisitos con la diferencia de que el hecho, aunque es interior al demandado el mismo era imprevisible.
SUSPENSIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO CON OCASIÓN AL COVID – Postura de la C. Constitucional.

Tratándose de la fuerza mayor o caso fortuito como causal de suspensión del contrato de trabajo en la emergencia sanitaria causada por el Covid 19, la Corte Constitucional … explicó …: “…aunque el empleador no debe solicitar autorización al Ministerio del Trabajo para efectuar la suspensión contractual por fuerza mayor o caso fortuito, el principio constitucional de especial protección y asistencia impone tres obligaciones al empleador que tienen como propósito garantizar el derecho a la igualdad y el mínimo vital de las trabajadoras: Primero, que el empleador demuestre que el hecho que motivó la suspensión constituyó  un evento de fuerza mayor o caso fortuito y que dicho evento fue la causa efectiva de la suspensión. Segundo, la facultad de suspensión del contrato laboral no puede ser ejercida de forma abusiva y, en particular, no debe ser utilizada como un medio para eludir el control de la autoridad laboral a fin de hacer efectiva la desvinculación de la empleada en estado de embarazo. Tercero, el empleador está obligado a asegurar el cumplimiento de los aportes a la seguridad social de la trabajadora en el periodo de suspensión, lo que le garantiza tener continuidad en el servicio de salud”
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Pereira, Risaralda, veinte (20) de marzo de dos mil veinticinco (2025) 
Acta de discusión No. 038 de 14-03-2025
 
Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a proferir sentencia con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado frente a la sentencia proferida el 04 de septiembre de 2024 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Catherine Arango Tangarife contra Winner Group S.A.
 
ANTECEDENTES:
1. Síntesis de la demanda y su contestación
Ana Catherine Arango Tangarife pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido con Winner Group S.A., entre el 01/02/2013 y el 18/02/2021 – 8 años - y, en consecuencia, se paguen los salarios dejados de percibir desde el 01/03/2020 hasta el 31/12/2020 que tasó en $9.761.000, junto con los pagos de seguridad social por tal periodo, así como la reliquidación de la indemnización por despido sin justa causa y la sanción moratoria.
Fundamenta sus aspiraciones en que: i) se vinculó con la demandada el 01/02/2013, a través de un contrato de trabajo a término indefinido; ii) ocupó el cargo de supervisora de mesas en el establecimiento de comercio Casino Río; iii) su último salario básico ascendió a la suma de $ 1.290.000, más los recargos por trabajo suplementario, iv) no obstante, para los meses de marzo a agosto de 2020, el empleador decidió unilateralmente no pagarle su salario y en consecuencia, sólo se le cancelaron vacaciones causadas y anticipadas, anticipo de primas, préstamos y bonificaciones; v) para el periodo septiembre de 2020 a diciembre de 2020, su empleador le redujo el salario y vi) a partir de enero de 2021, nuevamente se le canceló el salario pactado. vii) Sin embargo, que para el interregno del 03/03/2020 al 31/12/2020 no se le pagó los aportes a seguridad social sobre el salario causado. 
viii) El día 17/02/2021 se le comunicó la terminación unilateral y sin justa causa de su contrato a partir del día siguiente y ix) el pago de su indemnización por despido injusto no fue calculada en debida forma. 
Winner Group S.A. al contestar la demanda, se opuso a todas las pretensiones, para lo cual argumentó que, si bien con la demandante existió un contrato de trabajo, el mismo finalizó el día 17/02/2021 y en razón a su terminación unilateral, se le efectuó el pago de su correspondiente indemnización. 
En ese orden, que a la actora no se le adeuda acreencia alguna, pues su contrato de trabajo resultó suspendido temporalmente hasta el 31/08/2020 por la emergencia sanitaria causada por el COVID 19, en las previsiones del núm. 1 del art. 51 del C.S.T, por lo cual no se causó el salario por tal periodo.
Agrega que en tal interregno como empleador adoptó medidas de apoyo en favor de todos los trabajadores, incluida la demandante, que consistieron en pago anticipado de la prima de servicios, bonificaciones no salariales, préstamos con descuentos diferidos para el año 2021, pagos del 100% de la seguid social, entre otros.
Además, que una vez se le permitió la reapertura de sus sedes, la empleada se acogió voluntariamente al “PROGRAMA SOLIDARIO PARA RECUPERAR VIDA LABORAL”, a efecto de la cual suscribió el Otro Sí vigente entre el 02/09/2020 y el 31/12/2020, en el que se revisaron las condiciones de su contrato de trabajo. 
Presentó como medios de defensa los que denominó “prescripción”, “inexistencia de la obligación”, “cobro de lo no debido”, “carencia de derecho”, “compensación”, “pago”, “buena fe”, entre otros (archivo 009, c1).
2. Síntesis de la sentencia apelada
El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira declaró la existencia del contrato de trabajo entre el 13/02/2013 y el 18/02/2021. En consecuencia, ordenó a la demandada el pago de la indemnización por despido injusto por la suma de $533.742 debidamente indexado, junto con el cálculo actuarial por los aportes a pensión de la demandante en el periodo abril a mayo de 2020. Declaró probada parcialmente la excepción de prescripción, negó las demás pretensiones de la demanda y condenó en costas a la pasiva. 
Fundamentó la anterior decisión en que la enjuiciada no acreditó los requisitos indispensables para que se configurara la suspensión del contrato de trabajo de la demandante por el acaecimiento de caso fortuito o fuerza mayor desde el 14/04/2020 hasta el 31/08/2020, como quiera que si bien demostró haber desplegado medidas tendientes a garantizar los ingresos de sus trabajadores en respuesta a la emergencia sanitaria causada por el COVID-19, no probó que las restricciones impuestas por la pandemia afectaran específicamente su situación financiera, aún más si se tiene en cuenta que, atendiendo su objeto social, tenía la flexibilidad necesaria para continuar operando servicios en diversos frentes, sin depender exclusivamente de la presencia física de los clientes. En consecuencia, la empleadora debía haber garantizado el pago de los salarios y los aportes a la seguridad por todo el periodo, conforme al salario básico pactado con la demandante, pero en razón al fenómeno prescriptivo, sólo había lugar al reconocimiento de estos últimos por los meses de abril y mayo de 2020, en los que se observa que la cotización fue menor al salario devengado por la demandante o se cotizó por una tarifa inferior al 16%. 
Ahora bien, para el periodo comprendido entre el 01/09/2020 y el 31/12/2020 determinó que las partes, de forma libre y voluntaria, pactaron la modificación de las condiciones contractuales, sin que fuera posible otorgar una remuneración mensual inferior al salario mínimo legal vigente, por lo que había lugar al reajuste de aquello percibido en los meses de octubre y noviembre de 2020, cuando no alcanzó a devengar tal umbral, pero en razón a la prescripción, no impuso condena por este concepto.
Frente a la indemnización por despido sin justa causa, precisó que no existe discusión respecto a que en efecto ocurrió el día 18/02/2021, conforme la comunicación remitida por el empleador y que por este concepto se le canceló a la promotora la suma de $8.092.245. No obstante, que sumado lo devengado en el último mes, incluyendo salario básico, trabajo suplementario y recargos que también constituyen factores salariales, arroja una base salarial de $1.513.331, por lo que el valor de tal sanción ascendía a la suma de $8.625.987, que genera una diferencia de $533.742, pendiente por cancelar. 
Finalmente, negó la indemnización contemplada por el art. 65 del C.S.T en consideración al no reconocimiento de salarios y prestaciones sociales, pero concedió la indexación de la suma reconocida. 
3.  Síntesis del recurso de apelación

Inconformes con la decisión tanto la demandante como la enjuiciada elevaron recurso de alzada, a efecto de lo cual la primera cuestionó la base salarial que se tuvo en cuenta para liquidar la indemnización por despido sin justa causa, pues debe corresponder a $1.650.545, atendiendo las directrices establecidas por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia SL 4743-2018, en tanto este cálculo debe efectuarse sobre el último año laborado y no respecto de los últimos 12 meses. 
También manifestó su inconformidad con el número de días por el que se liquidó la mentada indemnización, atendiendo que la mencionada Corporación, en providencia con radicación 36.014, enseñó que por el primer año laborado se debe reconocer 30 días y a partir de la segunda anualidad, son 20 días adicionales a los primeros 30, es decir, 50, por lo que hay lugar a una reliquidación de la suma que la parte empleadora pagó por tal concepto.
En todo caso, procura que se analice la procedencia de aplicar la sanción de que trata el art. 65 del C.S.T en este caso, ante la falta de pago en debida forma de la indemnización por despido sin justa causa, como quiera que, si bien no se encuentra establecida en la norma su procedencia, en esta circunstancia los empleadores están desconociendo los derechos de los trabajadores.
Por su parte, la parte demandada argumentó que sí acreditó en juicio la ocurrencia de una fuerza mayor que dio lugar a la suspensión del contrato de trabajo de la demandante, pues como bien lo indicó la a quo, desplegó todas las medidas de apoyo económico adecuadas para sus trabajadores en este periodo. Incluso, que fue el Ministerio del Trabajo quien, en Informe de comprobación de circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito, constató efectivamente la ocurrencia de la situación y que por tanto era procedente la suspensión de los contratos de trabajo. En todo caso, que es un hecho notorio que la situación de emergencia generada por la pandemia alteró la normalidad económica del país y del mundo. 
Conforme lo indicado, concluye entonces que las hipótesis planteadas por la a quo en cuanto a la posibilidad de la empresa de haber podido continuar desarrollando sus actividades con normalidad son subjetivas, pues la prestación de los servicios virtuales no era una tarea fácil. En ese orden, que al operar la suspensión del contrato de trabajo, la demandante quedaba relevada de la prestación del servicio y, en consecuencia, no se generaba la obligación de pago de salarios y aportes a la seguridad social. En todo caso, que a pesar de haber estado suspendido el contrato de trabajo, se pagaron las respectivas cotizaciones a seguridad social en pensión, pues para el mes de abril de 2020, en la planilla de aportes se observa que hay una novedad por vacaciones y que el IBC correspondió a $ 1.700.450 y para el mes de mayo esta base fue de $ 1.414.163.
De la misma forma, señala que no hay lugar al reajuste de la indemnización por despido sin justa causa, como quiera que se efectuó conforme al salario debidamente acreditado en el proceso y los días laborados, datos que reposan en Certificación emitida por el Coordinador de Nómina de fecha 16/04/2024 junto con el comprobante de la liquidación final del contrato, de lo que se obtiene que la base salarial para el pago de este rubro es $1.420.154, suma inferior y distinta a la que encontró probada la a quo. 
Finalmente, expresa su desacuerdo frente al extremo final de la relación de trabajo, en vista que, como lo confesó la demandante en su interrogatorio, el último día de prestación del servicio fue el 17/02/2021. 
4. Alegatos de conclusión
Únicamente fueron presentados por la parte demandada y coinciden con los temas que serán abordados en la presente decisión.   

CONSIDERACIONES
1. De los problemas jurídicos.
Visto el recuento anterior, la Sala formula los siguientes:
1.1. ¿Se acreditó que el extremo final del contrato de trabajo de Ana Catherine Arango Tangarife fue el 17/02/2021?
1.2. ¿El contrato de trabajo de Ana Catherine Arango Tangarife fue legalmente suspendido?
1.3. ¿Hay lugar al reconocimiento del pago del cálculo actuarial por los aportes a la seguridad social en pensión por los meses de abril y mayo de 2020?
1.4. ¿Hay lugar a reliquidar la indemnización por despido sin justa causa de que trata el art. 64 del C.S.T? 
1.5. ¿Es procedente la sanción moratoria contemplada por el art. 65 del C.S.T, ante la falta de pago de la indemnización por despido sin justa causa?
2. Solución a los problemas jurídicos 
2.1. Extremos de la relación laboral
2.1.1. Fundamento jurídico
En cuanto a los extremos laborales, la jurisprudencia del tribunal de cierre de esta especialidad ha explicado que no es suficiente acreditar la existencia del contrato de trabajo para que las pretensiones sean prosperas, sino que también debe demostrarse los extremos de la relación, toda vez que no se presumen (Sent. Cas. Lab. 45051 del 16/11/2016), pues estos son necesarios para realizar la cuantificación de las liquidaciones e indemnizaciones que se reclamen en la demanda. Así, corresponde inexorablemente al interesado en la condena, la probanza de los extremos de la relación laboral pues a partir de ellos obtendrá la materialización del derecho pretendido.
Entonces, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia (SL007-2019) en relación con este tópico ha dicho que en los eventos en que no se conoce con exactitud los extremos temporales de la relación laboral, éstos se pueden dar por establecidos en forma aproximada, si se tiene certeza de la prestación de un servicio en un determinado periodo y con esta información calcular las acreencias laborales a que tiene derecho el demandante. Así, la jurisprudencia indicó que el hito inicial será el último día del mes o año aludido “pues se tendría la convicción que por los menos ese día lo trabajó, empero frente al extremo final siguiendo las mismas directrices sería el primer día del primer mes, pues por lo menos un día de esa anualidad pudo haberlo laborado”.
2.1.2. Fundamento fáctico
A efectos de tener por acreditada la terminación unilateral del vínculo de trabajo, la a quo tuvo en cuenta el escrito del 17/02/2021, remitido por el empleador a la demandante (página 1 archivo 002, c1), en el que se le informaba la finalización de su contrato, sin justa causa a partir del 18/02/2021. 
No obstante, de la revisión en conjunto del material probatorio que obra en el plenario, se advierte que, si bien el referido documento hace alusión a tal data, su redacción es desafortunada para transmitir la voluntad del empleador, en cuanto a la fecha final en la que la demandante debía prestar sus servicios, pues se indica:
“Nos permitimos comunicarle que la compañía ha decidido cancelar su contrato de trabajo sin justa causa a partir del 18 de Febrero de 2021”
Expresión que puede dar lugar a entender que a partir de esa fecha ya no subsiste el contrato de trabajo o que hasta tal momento deberá presentarse a laborar.
En ese orden, dado el carácter de tal manifestación, es conveniente entonces revisar en conjunto las demás pruebas practicadas, a efecto de lo cual se advierte que en la liquidación de prestaciones sociales se indica que el fin de la relación fue el 17/02/2021 (página 111, archivo 009, c1), también obra el desprendible de nómina del mes de febrero de 2021, que da cuenta de la misma situación (página 2, archivo 002, c1) y además milita certificación del vínculo laboral expedida por el empleador, de fecha 17/02/2021, que da cuenta del fenecimiento del vínculo en tal data (página 110, archivo 007, c1).
En igual sentido, a pesar de que en el escrito introductorio se manifestó que el vínculo feneció el 18/02/2021, la demandante, al absolver su interrogatorio de parte, aceptó que lo fue el día 17, lo que constituye confesión y que por demás está decir que atiende los presupuestos previstos por el art. 191 del C.G.P conforme los ha estudiado la jurisprudencia laboral
. 
A tono con lo expuesto, habrá entonces de modificar el numeral 1° de la sentencia de instancia, para en su lugar señalar que el vínculo de trabajo que ató a las partes en contienda se extendió hasta el 17/02/2021 y, en consecuencia, prospera en este punto los ecos de la alzada propuesta por la enjuiciada. 
2.2. De la suspensión de contratos de trabajo 
2.2.1. Fundamento normativo
Conforme al artículo 51 del C.S.T. el contrato de trabajo podrá suspenderse por “fuerza mayor o caso fortuito” que temporalmente impida su ejecución.
Ahora bien, de manera concreta frente a la fuerza mayor y el caso fortuito la doctrina ha enseñado que para que un hecho se presente como liberatorio de la responsabilidad se deben acreditar los siguientes presupuestos:
Frente a la fuerza mayor:
“a) que sea exterior al demandado.
b) que sea imprevisto e imprevisible.
c) que sea imposible de evitar” (Tamayo, J. J. De la Responsabilidad Civil, pp. 319).
Y frente al caso fortuito sigue la misma línea de requisitos con la diferencia de que el hecho, aunque es interior al demandado el mismo era imprevisible.
En igual sentido se ha pronunciado la jurisprudencia, explicando que una situación de fuerza mayor o caso fortuito se configura cuando el hecho que la genera (i) no se deriva de la conducta del obligado -inimputabilidad-, (ii) no haya podido preverse -imprevisibilidad-, ni (iii) evitarse, planificarse, contenerse, eludirse o resolverse -irresistibilidad-
. 
Ahora bien, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en decisión SL3478-2017, reiterada en SL237-2024 enseñó que para suspender un contrato de trabajo por caso fortuito o fuerza mayor no bastaba con anunciar el acaecimiento del suceso imprevisible, sino que era necesario acreditar que por la ocurrencia de tal suceso es que el contrato de trabajo no se pudo ejecutar, así explicó: 
“…la Sala no comparte la apreciación de la censura, porque es evidente que la citada pieza probatoria simplemente informa la ocurrencia de la aludida suspensión del contrato de obra que la accionada tenía con la empresa usuaria, sin que se indiquen las circunstancias en las que se dio tal determinación para extraer la ocurrencia de una fuerza mayor o un caso fortuito, máxime si se tiene en cuenta que esta causal, en los precisos términos del numeral 1 del artículo 51 del Código Sustantivo del Trabajo no restringe el motivo a la simple ocurrencia de un suceso con tal calificativo, sino que agrega «que temporalmente impida su ejecución» (del vínculo laboral), de manera que si en gracia de discusión se aceptara que en verdad la demandada no tenía la posibilidad de prever y precaver esa circunstancia, ello no sería suficiente para tener como eficaz la suspensión del contrato, pues adicionalmente debía acreditar que tales sucesos impidieron la ejecución del mismo, lo que ni siquiera se menciona en el proceso ni mucho menos se acredita con la prueba censurada; luego, no se desprende que el Tribunal incurriera en un error evidente de hecho…” (negrillas propias).
Tratándose de la fuerza mayor o caso fortuito como causal de suspensión del contrato de trabajo en la emergencia sanitaria causada por el Covid 19, la Corte Constitucional en Sentencia T-279 de 2021, reiterada en la T-430 de 2021, haciendo alusión a la circunstancia de una trabajadora en estado de embarazo, explicó que:
“…aunque el empleador no debe solicitar autorización al Ministerio del Trabajo para efectuar la suspensión contractual por fuerza mayor o caso fortuito, el principio constitucional de especial protección y asistencia impone tres obligaciones al empleador que tienen como propósito garantizar el derecho a la igualdad y el mínimo vital de las trabajadoras: Primero, que el empleador demuestre que el hecho que motivó la suspensión constituyó  un evento de fuerza mayor o caso fortuito y que dicho evento fue la causa efectiva de la suspensión. Segundo, la facultad de suspensión del contrato laboral no puede ser ejercida de forma abusiva y, en particular, no debe ser utilizada como un medio para eludir el control de la autoridad laboral a fin de hacer efectiva la desvinculación de la empleada en estado de embarazo. Tercero, el empleador está obligado a asegurar el cumplimiento de los aportes a la seguridad social de la trabajadora en el periodo de suspensión, lo que le garantiza tener continuidad en el servicio de salud” (Subraya de la Sala).
2.2.2. Fundamento fáctico
Sea lo primero por precisar que no existe disenso respecto a la relación de trabajo que unió a las partes desde el 13/02/2013, en virtud de la cual la demandante ocupó el cargo de Supervisora de Mesas en el establecimiento de comercio Casino Río en esta ciudad, teniendo una asignación salarial mensual básica de $1.290.000.
Tampoco fue objeto de reproche que del 18/03/2020 al 13/04/2020 la demandante disfrutó de su periodo de vacaciones causadas y que del 01/09/2020 al 31/12/2020 se acogió al “Programa solidario para recuperar la vida laboral”, de forma libre y voluntaria, por lo cual se pactó la modificación de las condiciones contractuales. 
Debe advertirse que si bien la prosperidad parcial de la excepción de prescripción no fue objeto de censura directa, la inconformidad de la pasiva va más allá de tal declaratoria, pues ataca su génesis. En ese sentido, el punto de inconformidad de la enjuiciada se radica en la validez de la suspensión del contrato de trabajo con la demandante entre el 14/04/2020 hasta el 31/08/2020, por haber operado una fuerza mayor o un caso fortuito, a raíz de la emergencia económica, social y ecológica decretada por el gobierno nacional, con ocasión a la propagación del Covid 19. 
Así las cosas, se observa que en el presente asunto se configuran los elementos jurisprudenciales para que opere la suspensión del contrato de trabajo de la demandante: i) la ocurrencia de un evento de fuerza mayor o caso fortuito, ii) el evento fue la causa efectiva de la suspensión, iii) la facultad de suspensión del contrato laboral no fue ejercida de forma abusiva, iv) el empleador aseguró el cumplimiento de los aportes a la seguridad social y v) el contrato se reactivó una vez finalizaron las circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito; a saber: 
a) Lo primero es que se encuentra demostrado en el plenario que la existencia de un evento de fuerza mayor o caso fortuito. Al respecto se resalta que, en virtud de la Resolución 385 de 2020, el Ministerio de Salud y Protección Social declaró la emergencia sanitaria por causa del nuevo coronavirus SARS-CoV-2 en todo el territorio nacional y adoptó una serie de medidas con el objeto de prevenir y controlar su propagación; adicionalmente el Gobierno Nacional, a través del Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, declaró un estado de emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional, y en ejercicio de las facultades de que trata el artículo 215 de la CP, expidió el Decreto 457 del 22 de marzo de 2020, mediante el cual ordenó el aislamiento preventivo obligatorio de todos los habitantes de la República de Colombia a partir del día 25 de marzo de 2020, situación que se prolongó de manera sucesiva e ininterrumpida hasta el 1º de septiembre de 2020 mediante los Decretos 531, 593, 636, 689, 749, 847, 878 y 1076 de 2020. 
Ahora bien, mediante Resolución 453 del 18 de marzo de 2020, el Ministerio de Protección Social ordenó la medida sanitaria obligatoria preventiva y de control en todo el territorio nacional, la clausura de los establecimientos y locales comerciales de esparcimiento y diversión; de baile; ocio y entretenimiento y de juegos de azar y apuestas tales como casino, bingos y terminales de juegos de video. 
En ese orden, fue tal acto administrativo que obligó al cierre del Establecimiento Casino Río, donde la trabajadora prestaba sus servicios, respecto del cual sólo se permitió su apertura, con aforo restringido, a partir del mes de septiembre de 2020. 
Así las cosas, es palmario el carácter imprevisible, improbable, irresistible y excepcional de tal situación externa al contrato de trabajo que unió a las partes, pues en condiciones normales no era posible anticipar la ocurrencia de tal hecho y menos para el empleador le era probable adoptar medidas tendientes a evitar su acaecimiento o precaver sus efectos, de tal modo que no existía forma de evadirlo. Se trató entonces de las medidas económicas, sociales y ecológicas que impartió al Gobierno Nacional en virtud de la pandemia mundial causada por el virus del Covid-19, que configuran entonces un evento de fuerza mayor o caso fortuito que temporalmente impidió la ejecución del contrato de trabajo de la demandante. 
Al margen de lo dicho, de cara a los argumentos expuestos por la pasiva al formular la alzada, específicamente, en cuanto a que la a quo no valoró el “Informe de comprobación de Circunstancias de Fuerza Mayor o Caso fortuito” del 01/07/2020, suscrito por el Ministerio del Trabajo, en el que se verificó el acaecimiento de tales circunstancias en la suspensión de los contratos de trabajo de sus trabajadores, incluido el de la demandante, es indispensable precisar que la causal de fuerza mayor o caso fortuito establecida en el numeral 1° del art. 51 del C.S.T para suspender los contratos de trabajo, difiere de aquella clausura temporal de actividades contenida en el numeral 3° ibidem, como quiera que la primera no exige autorización del Ministerio del Trabajo y en consecuencia, es al juez laboral a quien le corresponde verificar su ocurrencia, atendiendo las condiciones del caso concreto
.
Ahora bien, tratándose de la clausura temporal de actividades por razones técnicas o económicas, la cual se podrá extender hasta por el término de 120 días, la citada norma contempla que se deberá pedir autorización al referido ente ministerial y avisar a los trabajadores. 
En ese orden, verificado el documento al que hace alusión la pasiva (páginas 78 a 81, archivo 007, c1), se observa que se dejó constancia indicando que la calificación jurídica de las circunstancias de fuerza mayor o caso fortuito que llevaron a la suspensión de los contratos de trabajo es de competencia privativa de los jueces, por lo que resulta contradictorio que la recurrente aduzca a la verificación efectuada por tal Ministerio, cuando es el mismo ente quien señala no tener competencia para tal efecto. 
b) Por otro lado, en cuanto al requisito que dicho evento fue la causa efectiva de la suspensión, se advierte que la demandante, al rendir su interrogatorio señaló que las órdenes impartidas por el Gobierno Nacional en virtud de la pandemia de COVID-19, específicamente, cuando se dispuso el cierre total, impidió que la empresa funcionara con normalidad. 
En igual sentido, se observa comunicado remitido por el área de gestión humana a los colaboradores, de fecha 16/03/2020, en el que se les informa que, con el fin de apoyar la contención del virus Covid-19, quienes tengan periodos de vacaciones causados o próximos a causarse, podrán coordinar con su jefe inmediato el disfrute correspondiente (páginas 52 y 53, archivo 007, c1); a efecto de lo cual se advierte que el día siguiente, la trabajadora solicitó disfrutar de tal periodo de descanso y en ese sentido le fueron concedidas (páginas 54 y 55, archivo 007, c1).
De igual forma, milita Comunicado Interno No. 3, de fecha 19/03/2020, en el que se indica que, atendiendo la clausura temporal de algunos establecimientos y locales comerciales dispuesta por el Ministerio, sus Centros de Operación se ven obligados a cerrar a nivel nacional, por lo que se procura que la mayoría de los colaboradores disfruten de su periodo de vacaciones anticipada (página 57 archivo 007, c1).
Así mismo, se observa que a través de comunicado interno No. 7 del 11/04/2020 se informa a los colaboradores que, en consideración a que el cierre de sus establecimientos continua vigente, se suspenden los contratos de trabajo a partir del día siguiente al que se culmine su periodo de vacaciones, situación que fue perpetuada a través de los comunicados internos No. 14 del 11/06/2020, No. 15 del 08/07/2020 y No. 17 del 07/08/2020 (páginas 58 a 59, 61 a 62, 63 y 66 a 67, archivo 007, c1), escritos de los que por demás está decir que la empresa adoptó medidas tendientes a prestar colaboración a sus empleados, como autorización para retiros parciales de cesantías, pago anticipado de primas de servicios, pago de pólizas funerarias, pago de bonificación en remplazo del subsidio de la caja de compensación, congelamiento de descuentos de préstamos y fondo de trabajadores, préstamos sin intereses y con descuentos a partir del año 2021, entre otros.
Eso sí, que una vez se permitió la reapertura de sus sedes, se emitió el Comunicado Interno No. 17 del 11/09/2020 donde se elevaba la propuesta de “PROGRAMA SOLIDARIO PARA RECUPERAR LA VIDA LABORAL”, con el fin de garantizar la continuidad de la mayor cantidad de empleos y atendiendo que la apertura de sus centros de operación no significaba la recuperación automática de la dinámica productiva, no se podía operar al 100% de la capacidad por las restricciones de aforo y la situación financiera de la empresa era difícil después de más de 170 días de cierre total (páginas 68 a 72). 
En tal orden, atendiendo que el cargo de la demandante era el de Supervisora de Mesas, conforme fue indicado en la demanda y señalado por el representante legal de la enjuiciada al absolver interrogatorio de parte y era desempeñado de manera presencial en el establecimiento de comercio Casino Río de esta ciudad, que fue cerrado de manera intempestiva en virtud de la orden del gobierno nacional, con el fin de hacerle frente a la propagación del virus Covid 19, contrario a la conclusión a la que arribó la juez de instancia, para esta Sala sí se encuentra acreditado que fue ésta la razón por la cual se le impidió a la demandante la prestación de sus servicios y en consecuencia, se produjo la suspensión del contrato de trabajo.
Si bien es cierto el objeto social de la demandada incluye la operación y explotación de juegos de suerte y azar en todas sus formas y modalidades, incluida la virtual y la administración de empresas comerciales afines (página 29, archivo 007, c1), tal razón no es suficiente para derivar que la prestación de servicios de la demandante pudo hacerse de forma virtual o en otras áreas como hostelería y hotelería, restaurantes y otros o en la venta de elementos de juegos como mesas, máquinas y repuestos, como se indicó en la providencia de instancia, pues debe tenerse en cuenta que se trataba de más de 2.710 colaboradores que se encontraban en la misma situación, este fue el número de contratos de trabajo que la empresa reportó como suspendidos al Ministerio del trabajo (página 78, archivo 007, c1), por lo que no sería acorde a las circunstancias exigirle al empleador que hubiese adoptado medidas para la reubicación de todos ellos en otros sectores de la empresa ya ocupados también por otros trabajadores. 
c) Siguiendo con el derrotero, conviene entonces verificar si la facultad de suspensión del contrato laboral fue o no ejercida de forma abusiva y para tal efecto, es conveniente recapitular respecto a las medidas tomadas por el empleador a fin de garantizar la protección de sus trabajadores.
Para el caso concreto se advierte que el Ministerio del Trabajo en Circular 021 del 17 de marzo de 2020
, recordó a los empleadores los mecanismos de protección al empleo establecidos por la legislación laboral y que podían ser implementados con ocasión de la fase de contención de covid-19, entre las que se encuentra el trabajo en casa, teletrabajo, jornada laboral flexible, vacaciones anuales anticipadas y colectivas, permisos remunerados y salario sin prestación del servicio.
De igual forma, en la Circular 033
 del 17 de abril de 2020 puso de presente otros mecanismos adicionales, a fin de asegurar los ingresos económicos y medios de subsistencia de los trabajadores, entre los que hizo alusión a licencia remunerada compensable, modificación de la jornada laboral y concertación de salario, modificación o suspensión de beneficios extralegales, así como concertación de beneficios convencionales.
Debe advertirse que tales medidas debían ser implementadas por los empleadores, en aplicación al principio protector del trabajo. No obstante, su ejecución se encontraba limitada a la concertación con el trabajador y por razones técnicas, a la naturaleza del cargo que se desempeñara a efectos de poder implementar opciones como el trabajo en casa, el teletrabajo y la jornada laboral flexible.
En cuanto a la demandante Ana Catherine Arango Tangarife, se advierte que inicialmente le fue concedido periodo de vacaciones desde el 18/03/2020 hasta el 13/04/2020, concepto que le fue debidamente pagado; para el mes de abril de 2020 se le pagó el anticipo de prima de servicios y un reintegro de aportes a la seguridad social; en mayo se le dio una bonificación no salarial por valor de $129.000, otro anticipo de la prima de servicios y reintegros por mayor descuento a la seguridad social; en junio se le concedió préstamo, bonificación no salarial y nuevamente reintegro por mayor descuento a la seguridad social; en julio no se le hizo pago alguno y en agosto se le reconoció una bonificación por carencia  (página 55, 85, 86, 87 y 88 archivo 07, c1). 
Tales conceptos pagados guardan relación con los comunicados internos No. 7 del 11/04/2020, No. 14 del 11/06/2020, No. 15 del 08/07/2020, No. 16 del 22/07/2020 y No. 17 del 07/08/2020 remitidos por el patrono (páginas 58 a 59, 61 a 62, 63, 64 a 65 y 66 a 67, archivo 007, c1), en los que se les informó a los empleados las medidas tendientes a brindar apoyo en época de pandemia.
Así las cosas, atendiendo que el cargo de la demandante era el de Supervisora de Mesas en el Casino Río, emerge claro que no era viable implementar teletrabajo o trabajo en casa y que el cierre de los establecimientos de comercio también impidió hacer uso de la jornada laboral flexible. Ahora bien, el empleador acató, en la medida de lo posible, los mecanismos tendientes a garantizar la vigencia del vínculo de trabajo y los ingresos a su trabajadora Ana Catherine, para lo cual, previo a suspender el contrato de trabajo, concedió vacaciones por el periodo del 18/03/2020 al 13/04/2020 y mientras operó tal suspensión, como se indicó con anterioridad, facilitó alivios económicos a la demandante, como pagos anticipados de primas de servicios, bonificaciones no salariales, devolución por descuentos a seguridad social y préstamos, al punto que sólo en el mes de julio de 2020 la actora no recibió ningún ingreso, pues en los demás siempre se le efectuó pago por algunos de estos conceptos. 
Téngase en cuenta además que se trataba de 2.710 colaboradores frente a los cuales la empresa debía implementar idénticas medidas y ofrecer garantías de ingresos (página 78, archivo 007, c1), de lo cual la Sala concluye que Winner Group S.A. no ejerció de manera abusiva la facultad de suspender el contrato de trabajo de la actora. 
d) Respecto a los pagos de seguridad social, en consideración a que en el fallo de instancia se declaró no probada la circunstancia de fuerza mayor o caso fortuito que habilitara la suspensión del contrato de trabajo de la demandante, se ordenó el pago de los aportes a la seguridad social por los meses de abril y mayo de 2020, en vista que se pagaron por debajo del salario devengado por la demandante o se cotizó una tarifa inferior al 16%; mensualidades respecto a las cuales la enjuiciada manifestó su inconformidad a fin que fueran revisadas por esta instancia. Frente a los demás periodos de aporte, la a quo indicó que se habían sufragados en debida forma, sin que la parte demandante formulara objeción al respecto. 
Con tal delimitación, imperioso se hace señalar que, debido a que en esta oportunidad se acreditó la suspensión del contrato de trabajo por fuerza mayor o caso fortuito, entre el 14/04/2020 y el 31/08/2020, conforme lo dispone el art. 53 del C.S.T los efectos que se generan es el no pago de salarios, pero sí la obligación del empleador de efectuar los aportes al sistema General de Seguridad Social en salud y pensiones. En todo caso, esa fue una de las medidas adoptadas por el empleador y que fue comunicada a sus trabajadores. 
En ese orden, auscultado el expediente, únicamente frente a los meses de abril y mayo de 2020, se observa que, en efecto, la enjuiciada garantizó a la demandante el pago de aportes a la seguridad social en salud y pensión, incluso también aquellos destinados a los riesgos laborales y caja de compensación durante tales interregnos, teniendo para el mes de abril de 2020 un IBC de $ 787.169 por 18 días (páginas 96 y 97, archivo 007, c1) y en mayo de 2020 un IBC de $ 1.290.000 por 30 días (página 98, archivo 007, c1); de lo cual se deduce que, en efecto, el patrono cumplió con esta obligación.
Se advierte que, frente a los 12 días restantes del mes de abril de 2020, el patrono también canceló los aportes a la seguridad social, pero únicamente en salud y pensión, dado que la trabajadora disfrutó de su periodo de vacaciones, novedad que fue debidamente reportada en la liquidación de la planilla (páginas 96 y 97, archivo 007, c1). 
e) Finalmente, en cuanto a la reactivación del contrato de trabajo una vez se finalizaran las circunstancias que habían habilitado su suspensión, se advierte  que a partir del 01/09/2020 se reanudó la ejecución de la relación laboral de la demandante, data que corresponde a aquella en la cual el Gobierno Nacional permitió la reapertura de los centros de ocio y entretenimiento, como el establecimiento Casino Río, de forma gradual y con limitaciones de aforo, para lo cual entre las partes se concertó el “PROGRAMA SOLIDARIO PARA RECUPERAR LA VIDA LABORAL” y se suscribió Otro Sí al Contrato de Trabajo, hechos que no fueron objeto de discusión en esta instancia. 
En ese orden, dado que en esta oportunidad se acreditó la suspensión temporal del contrato de trabajo que ató a las partes, entre el 14/04/2020 al 30/09/2020, habrá lugar a revocar el numeral 5° de la sentencia de instancia, relacionado con la prosperidad parcial de la excepción de prescripción, en tanto que, al no generarse derechos laborales a favor de la demandante, no hay lugar a estudiar la configuración del fenómeno deletéreo. En ese sentido, se declararán probadas las excepciones de inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido, respecto al anotado periodo. 
De igual forma, ante la verificación del pago de aportes a la seguridad social, también habrá lugar a revocar el numeral 3° de la providencia censurada y declarar probada la excepción de pago, respecto a las cotizaciones de los periodos abril a mayo de 2020.
2.3. Indemnización por despido sin justa causa
 2.3.1 Fundamento jurídico
El artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo regula la indemnización por despido injusto, indicando que, en casos de terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa comprobada, por parte del empleador o si éste da lugar a la terminación unilateral por parte del trabajador por alguna de las justas causas contempladas en la ley, el primero deberá al segundo una indemnización en los siguientes términos:
Tratándose de contratos a término indefinido, la indemnización se pagará así: 
“a) Para trabajadores que devenguen un salario inferior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales: 
1. Treinta (30) días de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo de servicio no mayor de un (1) año. 
2. Si el trabajador tuviere más de un (1) año de servicio continuo se le pagarán veinte (20) días adicionales de salario sobre los treinta (30) básicos del numeral 1, por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero y proporcionalmente por fracción’’ 
La jurisprudencia del Alto Tribunal de cierre de la especialidad, respecto a la correcta intelección de la forma en que se deben contabilizar los días de indemnización, ha precisado que:
“De conformidad con lo anterior, considera esta sala que los derechos fundamentales invocados, han sido efectivamente  vulnerados, pues los apartes transcritos demuestran el evidente equívoco en el que incurrió el Colegiado, al concluir que la indemnización por despido injusto de un trabajador que laboró más de un (1) año continuo y devengó menos de 10 salarios mínimos, se debía calcular bajo el entendido que por cada año de servicio subsiguiente al primero lo adecuado era sumar las dos cantidades señaladas en la norma; frente a ese raciocinio se advierte que el ente judicial accionado desatendió lo preceptuado en el literal a) numeral 2° del artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, pues dicha norma establece con claridad para el pago por concepto de indemnización, el equivalente a treinta (30) de salario por el primer año laborado y veinte (20) días de salario por cada uno de los años subsiguientes y no sugiere en ningún caso la sumatoria de estas dos cantidades por cada año adicional, por lo tanto, el significado que otorgó a la palabra “adicional” y “sobre” de la norma en comento, deviene improcedente y vulnera el sentido y alcance de la misma.
[…]
En ese orden, se advierte el error protuberante del Tribunal cuestionado en la interpretación otorgada a la norma antes citada, pues evidentemente le asignó un sentido ajeno a los fines y alcances normativos y resulta a todas luces contradictorio con los pronunciamientos proferidos por esta corporación en ese sentido, como por ejemplo en la sentencia CSJ SL10204-2016.”

Finalmente, en los eventos en que el trabajador devenga un salario variable, ha indicado nuestra superioridad
 que esta indemnización debe calcularse en razón al salario promedio de la proporción del último año laborado. De tal forma se ha liquidado este concepto en Sentencias SL3518-2017, SL2224-2020 y SL1018-2024. 
2.3.2. Fundamento fáctico 
Sea lo primero por indicar que, en este caso no existe discusión en que la demandante celebró un Contrato de Trabajo a término indefinido con Winner Group S.A, mismo que fue terminado sin justa causa por el empleador, razón por la cual le efectuó el pago de $8.092.245 a la trabajadora como indemnización por este concepto, teniendo como base salarial la suma de $ 1.420.154; suma frente a la cual se manifestó el desacuerdo en la demanda y por tanto se solicitó su reajuste. De igual forma, no existe discusión en que la actora devengaba un salario variable, compuesto por una remuneración básica de $1.290.000, más lo correspondiente a recargos, horas extras, dominicales y festivos.
La jueza dispuso la reliquidación de esta acreencia en cuantía de $533.742, dado que la base salarial tenida en cuenta por el empleador correspondía a una suma diferente al último salario devengado por la trabajadora, el cual debe tenerse en cuenta para efectuar el cálculo conforme lo indicó esta Sala en Sentencia del 05-06-2024, radicado 66001310500520200004202, con ponencia de la suscrita. Para lo anterior, argumentó que el promedio salarial del mes de febrero de 2021 correspondió a la suma de $1.513.331 y efectuado el cálculo de la acreencia arrojaba un total de $8.625.987.  
Ahora bien, la inconformidad de la parte demandante en este asunto radica en que la base salarial debe corresponder a $1.650.545, atendiendo lo señalado por la Alta Corporación en Sentencia SL4743-2018, pues el promedio debe corresponder al de la última anualidad laborada. 
Por el contrario, la pasiva alega que el promedio salarial obtenido en la liquidación de prestaciones sociales por la cual se efectuó el pago es la correcta. 
Así las cosas, es conveniente primero precisar que, atendiendo la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, tratándose de salarios variables, se deberá acudir al promedio de lo devengado por el trabajador en cada uno de los meses del año en el que se terminó el contrato de trabajo
; dicho de otra forma, aquél que correspondía a la proporción del último año laborado por el demandante.

En la última referida providencia, incluso la Corte explicó que: 
“Ahora, no pasa por alto la Corporación que, por ejemplo, en sentencia CSJ SL13518-2017, tomó como salario para liquidar la indemnización en comento, por tratarse de una remuneración variable, «el promedio, del último año». Empero, cumple precisar, que esa referencia la realizó para aludir al año final de prestación de servicios del trabajador, obteniendo el promedio de lo devengado en los meses que laboró dentro de la anualidad en que se terminó el contrato, lo cual es ostensiblemente diferente a afirmar, que deba ser el promedio de los 12 meses anteriores a la terminación de ese vínculo (...)”
Así las cosas, le asiste razón a la demandante en su alzada en cuanto a la forma en que se debe calcular la base salarial y, en consecuencia, se obtiene el siguiente promedio en proporción a lo laborado en el 2021, anualidad en la que feneció el vínculo de trabajo:
	Concepto
	ene-21
	feb-21

	Salario básico
	 $                            1.290.000 
	 $                 688.000 

	Hora ordinaria dominical
	 $                                169.313 
	 $                 103.469 

	Auxilio de transporte
	 $                                106.454 
	 $                    56.775 

	Recargo nocturno
	 $                                     3.763 
	 $                    22.575 

	Hora extra diurna
	 $                                     6.719 
	 $                    10.078 

	Licencia remunerada
	 $                                            -   
	 $                    43.000 

	Recargo nocturno festivo
	 $                                            -   
	 $                    39.506 

	Hora extra nocturna
	 $                                            -   
	 $                      4.703 

	Total salario devengado
	 $                            1.576.249 
	 $                 968.106 

	Número de días laborados
	30
	17

	Promedio salarial diario por mes
	 $                                  52.542 
	 $                    56.947 

	Promedio salarial diario 2021
	 $                                                                         54.745 

	Promedio salarial mensual 2021
	 $                                                                   1.642.336


Se advierte que si bien la jueza de instancia hizo alusión a una providencia de esta corporación
 para concluir que a efectos de tal liquidación debía tomarse el último salario devengado por el trabajador, es pertinente señalar que tal jurisprudencia no resulta aplicable en esta oportunidad, en tanto que se trataba de un caso de supuestos fácticos diferentes al que ahora se estudia, pues en tal proceso no hizo parte de la discusión si se trataba o no de un salario variable, tan sólo existía divergencia respecto a la remuneración de la demandante, por lo que se decidió acudir a la última probada en el expediente que correspondía al salario devengado en el hito final del vínculo. Caso contrario a lo que ocurre en este asunto, como quiera que es parte del litigio y del recurso que ahora se resuelve, el tema del salario variable. 
La a quo dispuso la reliquidación de esta acreencia en cuantía de $533.742, dado que la base salarial tenida en cuenta por el empleador correspondía a una suma diferente al último salario devengado por la trabajadora, el cual debe tenerse en cuenta para efectuar el cálculo conforme lo indicó esta Sala. Para lo anterior, argumentó que el promedio salarial del mes de febrero de 2021 correspondió a la suma de $1.513.331 y efectuado el cálculo de la acreencia arrojaba un total de $ 8.625.987.  
Ahora bien, en cuanto a la correcta intelección del referido art. 64 del C.S.T., específicamente en la cantidad de días a reconocer por concepto de indemnización a partir del segundo año laborado, no le asiste razón a la demandante en su reproche, pues en tal sentido ya la alta Corporación ha señalado que no es posible darles un alcance diferente a las palabras “adicional” y “sobre”; en tanto la norma no sugiere en ningún caso la sumatoria de las dos cantidades por cada año adicional. Tales argumentos expuestos por la superioridad se tornan suficientes entonces para despachar desfavorablemente este reproche. 
Si bien le asiste razón al recurrente en señalar que en la providencia del 17/05/2011, radicación No. 36.014, M.P. Luis Gabriel Miranda Buelvas, se efectuó la liquidación de la indemnización por despido sin justa causa de un trabajador que devengaba más de 10 smlmv y trabajó alrededor de 8 años, conforme a la tesis que el censor pretende que se le aplique en esta oportunidad, debe señalarse que en tal decisión no se hizo alusión específica a las razones por las cuales se le aplicaba tal interpretación a la norma, tan sólo se indicaron los días a indemnizar sin brindar explicaciones adicional. Sin embargo, en las sentencias posteriores de la Alta Corporación, que sirven del sustento al fallo que en esta oportunidad se profiere, la superioridad se encargó de estudiar de manera concreta tal intelección de la norma y enseñó, como ya se indicó, que no es admisible darle ese alcance al texto legal. 
Efectuados los cálculos de rigor, en atención a que la demandante laboró un total de 8 años y 5 días, le corresponde entonces 170,28 días que, multiplicados por el promedio salarial mensual del año 2021, arroja un total de $9.231.776, de la siguiente forma:
	Inicio
	Fin
	Días a indemnizar

	13/02/2013
	12/02/2014
	30

	13/02/2014
	12/02/2015
	20

	13/02/2015
	12/02/2016
	20

	13/02/2016
	12/02/2017
	20

	13/02/2017
	12/02/2018
	20

	13/02/2018
	12/02/2019
	20

	13/02/2019
	12/02/2020
	20

	13/02/2020
	12/02/2021
	20

	13/02/2021
	17/02/2021
	0,3

	Total días a indemnizar
	170,28

	Promedio salarial mensual 2021
	$              1.642.336 

	Total indemnización por despido sin justa causa
	 $              9.321.776


A tal cifra se le descuenta la suma de $8.092.245 que la empleadora ya le pagó a la demandante por concepto de tal acreencia, lo que arroja un saldo pendiente de $1.229.531, por el que se condenará a la pasiva. Así las cosas, habrá lugar a modificar el numeral 2° de la sentencia en este sentido. 
2.4. Indemnización moratoria
2.4.1. Fundamento jurídico
La sanción prevista en el artículo 65 del C.S.T., se causa cuando el empleador no paga al trabajador los salarios y prestaciones debidas; sanción que se genera en primer lugar, por la omisión del empleador en cancelarle al trabajador los salarios y prestaciones al término de su vinculación laboral (art. 65 del C.S.T.); sin embargo, para que opere la misma resulta imperativo que el actuar del empleador haya estado precedido de la mala fe. Así lo tiene definido la jurisprudencia del órgano de cierre de la jurisdicción laboral
, quien ha indicado que ella no se genera de manera automática, sino que debe analizarse la buena o mala fe del empleador para sustraerse del pago de los salarios y/o prestaciones sociales.
2.4.2. Fundamento fáctico
El reproche de la parte demandante en este frente se respalda en el hecho que, si bien no se le adeudan salarios ni prestaciones sociales, dado que la indemnización por despido sin justa causa no se liquidó conforme a la normativa legal – base salarial y días-, es procedente entonces, a título de sanción, disponer el pago de la carga moratoria de que trata el art. 65 del C.S.T.
Debe decir esta Sala que los conceptos que generan tal indemnización son únicamente la omisión en el pago de salarios y de las prestaciones sociales, como lo sabe la parte actora y lo expone en el recurso. En ese sentido, la no cancelación de las vacaciones o de cualquier otro tipo de indemnización, de forma parcial o completa, no generan en ningún momento la sanción del art. 65 del C.S.T pues el legislador no incluyó tales hipótesis, sin que sea posible extender su aplicación dado que, al ser una carga impositiva, se rige por el principio de taxatividad.
Así las cosas, en vista que no se cumple el requisito objeto para su procedencia, inocuo se hace verificar la existencia de la buena o mala fe del empleador.  
CONCLUSIÓN
A tono con lo expuesto, se revocarán los numerales 3° y 5 y se modificarán los numerales 1° y 2° de la decisión revisada, conforme lo expuesto en esta providencia. Dada la prosperidad parcial de la alzada por ambas partes, sin costas en esta instancia.
DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR en su integridad el numeral 3° de la sentencia proferida el 04 de septiembre de 2024 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Catherine Arango Tangarife, contra Winner Group SAS, para en su lugar declarar probada la excepción de pago propuesta por el enjuiciado respecto a los aportes a la seguridad social por los meses de abril y mayo de 2020 y, en consecuencia, absolverlo de las pretensiones relacionadas con este concepto.
SEGUNDO: REVOCAR en su integridad el numeral 5° de la sentencia proferida el 04 de septiembre de 2024 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Catherine Arango Tangarife, contra Winner Group SAS, para en su lugar declarar probadas las excepciones de cobro de lo no debido e inexistencia de la obligación respecto a los salarios y la sanción moratoria contemplada por el art. 65 del C.S.T y en consecuencia, absolverlo del pago de tales acreencias. 
TERCERO: MODIFICAR los numerales 1° y 2° de la sentencia proferida el 04 de septiembre de 2024 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Ana Catherine Arango Tangarife, contra Winner Group SAS, los cuales quedarán así:
“PRIMERO. DECLARAR que entre la señora ANA CATHERINE ARANGO TANGARIFE, en calidad de trabajadora, y WINNER GROUP S.A., en calidad de empleador, se celebró un contrato de trabajo a término indefinido, entre el 13/02/2013 hasta el 17/02/2021.
SEGUNDO. Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a WINNER GROUP S.A. a pagar a favor de la señora ANA CATHERINE ARANGO TANGARIFE, a título de reajuste de la indemnización por despido sin justa causa, la suma de $1.229.531.
Dicha suma deberá ser debidamente indexada desde la causación de hasta la fecha efectiva de su pago.”
(...) ”
TERCERO: CONFIRMAR en lo demás la providencia recurrida y DEJAR INCÓLUME lo que no fue objeto de apelación. 
CUARTO: SIN COSTAS en esta instancia.
Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
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